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ACTA N” 494. Lugar, fecha y hora de inicio. A los diecinueve días de mayo de 2026, siendo

horas 9:450 el Consejo Asesor de la Magistratura abre su sesión cuatrocientos noventa y cuatro

bajo la presidencia del Dr. Daniel Posse. Asistentes: Leg. Mario Leito (titular por la mayoría

parlamentaria); Leg. Manuel Courel (titular por la minoría parlamentaria); Dra. Malvina

Seguí (titular por los magistrados de los Centros Judiciales Concepción y Monteros); Dr.

Carlos Saltor (titular a/c por los magistrados del Centro Judicial Capital); Dr. Edgardo

Sánchez (suplente por los magistrados de los Centros Judiciales Concepción y Monteros); Dra.

Lorena Rotella (titular por los abogados del Centro Judicial Capital); Dra. María Carolina

Aragón (titular por los abogados de los Centros Judiciales Concepción y Monteros); Dr. Jorge

Conrado Martínez (suplente por los abogados del Centro Judicial Capital) y Dr. Eugenio

Racedo (suplente por los abogados de los Centros Judiciales Concepción y Monteros).

Conectada a través de plataforma zoom la Leg. Sara Assan (titular por la mayoría

parlamentaria) y el Leg. Walter Berarducci (suplente por la minoría parlamentaria. ORDEN

DEL DÍA: 1.A consideración acta de la sesión anterior.2. Concurso n* 338 (Vocalía de Cámara

de Apelaciones en lo Civil y Comercial Común, Sala III, del Centro Judicial Capital): etapa de

entrevistas personales. Concursantes a entrevistar: 1 GARCÍA HAMILTON, FERNANDO

77,00; 2 HURTADO, CRISTINA FÁTIMA 75,25; 3 LÓPEZ HERRERA, VICTORIA INÉS

72,375; 4 JIMÉNEZ PASTOR, JUAN CARLOS HUGO 70,75; 5 DURAND, JORGE EMILIO

70,00, 6 WAYAR, FEDERICO CARLOS MARCELO 70,00; 7 CRAIG, MARÍA CECILIA

69,00; 8 PÉREZ, PEDRO MANUEL RAMÓN 69,00; 9 ABATE, ANDREA VIVIANA 69,00;

10 DANTUR, JOSÉ IGNACIO 68,50; 11 IBARRA, PAMELA JUDITH 67,65; 12 DE MARI,

ADRIANA DEL VALLE 63,60; 13FIORI COLOMBRES, MARÍA FERNANDA DEL V.

63,30; 14 IBAÑEZ, CARLOS MIGUEL 59,05; 15 RUÍZ, RENÉ MARCELO 58,70.

DESARROLLO DE LA SESIÓN. DESARROLLO DE LA SESIÓN. 1. A consideración

acta de la sesión anterior. El Dr. Posse expresó que el acta de la sesión anterior había sido

remitida a los señores consejeros y que, si no había observaciones, se la daría por aprobada. Los

consejeros prestaron conformidad y quedó aprobada. 2. Concurso n? 338 (Vocalía de Cámara

de Apelaciones en lo Civil y Comercial Común, Sala UI, del Centro Judicial Capital):

capa de entrevistas personales. Previo alingreso a la sala de los concursantes a entrevistar el

E a señaló que para la presente se habían recibido preguntas que fueron formuladas a

SSS de la página web del CAM (www.camtucuman.gob.ar) por parte de la ciudadanía
OS

conforme lo dispuesto en acuerdo 124/2021 del 6/10/2021. Por secretaría se invitó a los
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concursantes a dar ingreso a la sala. Doctor Fernando García Hamilton. Entrevista. (Ingresa

a la Sala el doctor Fernando García Hamilton). Dr. Posse. Buenos días, doctor. Como usted ya

estuvo en esta instancia, pasamos directamente a las preguntas. Tiene la palabra el doctor Saltor.

Dr. Saltor. Primero, lo felicito por llegar a esta instancia y con la venia del Cuerpo le hago la

primera pregunta. ¿Cómo considera usted que debe aplicarse la tutela judicial efectiva en casos

de personas o grupos de personas vulnerables en general y en particular la relación con el

concepto de interseccionalidad, si conoce el concepto y su relevancia obligatoria para la

Magistratura al momento de dictar una sentencia? Dr. Garcia Hamilton. El concepto de

interseccionalidad lo podríamos definir diciendo que es como una suma o yuxtaposición de

factores de vulnerabilidad u opresión diría yo. Es un concepto que ha sido acuñado en Estados

Unidos; hay una abogada activista americana cuyo nombre es Kimberlé Crenshaw, que es quien

primero lo utilizó, y básicamente lo que dice, ella da un ejemplo muy gráfico, dice: “no es lo

mismo en Estados Unidos ser mujer blanca de clase alta o ser mujer de clase baja, o ser mujer

negra o aborigen de clase baja y además víctima de violencia”, supongamos. El ejemplo permite

advertir que a veces los factores de opresión no concurren de manera aislada, sino que se suman,

lo cual hace que la situación sea todavía más delicada. En nuestra legislación el concepto no

tiene consagración expresa o no tiene un tratamiento expreso, pero sí hay muchas normas que

nos permiten abordarlo. Nuestro Código Procesal del Fuero, el Código Procesal Civil y

Comercial, ya desde su principio número uno habla de los distintos factores o variables que

pueden hacer que una persona sea más vulnerable. Creo que el abordaje de este tipo de

situaciones tiene que hacerse partiendo de la base de que esto no es matemáticas, digamos, no

es que si yo tengo dos factores de opresión o de vulnerabilidad es uno más uno, sino que a veces

el uno más uno puede ser tres, cuatro, cinco o más. Las herramientas de tutela judicial efectiva

son varias y el juez la puede utilizar en distintos momentos del proceso; los principales creo

que son a la hora de valorar pruebas, a la hora de emitir una sentencia, por supuesto que sea

fundada, ahí es donde el juez tiene que tener ese acto o esa delicadeza de ir manejando esos

factores de opresión, reitero, no de manera aislada, sino en conjunto tratando de ponderar la

situación contextual de esa persona que está sufriendo esa especial situación. ¿No sé si le

respondí la pregunta? Dr. Saltor. Sí, doctor, está respondida, gracias. Dra. Rotella. Doctor, la

pregunta tiene que ver con honorarios profesionales. Teniendo en cuenta que la Ley n? 5480

establece que los honorarios deben ser fijados con la sentencia y sobre todo considerando que

los honorarios tienen carácter alimentario, ¿cómo justifica que en la práctica judicial se difiera
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esta regulación para su oportunidad y si considera que, de llegar a la Cámara, podría arbitrar

algún medio para evitar esta situación? Dr. García Hamilton. A ver, yo no justifico que se

difiera, yo como juez, con toda humildad lo digo, yo siempre regulo honorarios porque es una

obligación del juez, lo dice el artículo 214, creo que es el inciso 7”, que el juez debe regular

honorarios en la sentencia definitiva, salvo los casos en los cuales para la regulación se precise

determinar el valor de un bien y ese valor no esté determinado en el expediente, sino que

requiera de algún ejercicio posterior. En ese caso el juez podría diferir la regulación, pero lo

ideal y lo que la ley manda es que la haga, que la practique. O sea que, de algún modo no

justifico la omisión de la regulación. ¿Cuál era la segunda parte de la pregunta? Dra. Rotella.

En caso de advertir que en la sentencia de primera instancia no se regularon, si considera que

la Cámara debe subsanar esta omisión y de qué manera lo haría en ese caso. Dr. García

Hamilton. Yo ejerzo actualmente como Juez Civil y Comercial de Primera Instancia, y justo

ayer un empleado del área de ejecuciones de nuestra Oficina de Gestión Asociada me comentó,

me viene genial para su pregunta, que había una sentencia de Cámara que practicó la regulación

de Primera Instancia y de Cámara, lo cual no es para nada habitual; me parece que puede ser

una salida, pero yo creo que hay una salida antes de esa, que es que el abogado pida la

aclaratoria. Cuando la sentencia omite la regulación, el abogado tiene el remedio procesal para

que la regulación se practique y es la aclaratoria, porque es una omisión. Dra. Rotella. Sí,

igualmente creo que la ley establece que no hace falta la petición letrada para la regulación. Dr.

García Hamilton. Bien, pero digamos, ante la situación de que el juez la hubiera omitido, al

abogado le asiste la posibilidad de requerirla vía aclaratoria, porque se trata de una omisión a

la sentencia y la aclaratoria está para omisiones, errores materiales o formales. Pero me parece

que la Cámara podría suplirlo o practicando la regulación o indicando al juez que lo haga, y de

hecho se ve. Lo que no se ve tanto es esto que le comento, que justo me pasó ayer en un caso

que recuerdo hasta la carátula porque lo vi ayer, se llama “Abasto, Jazmín contra Fernández”,

la Cámara practicó la regulación omitida por el juez, reguló los honorarios de Primera Instancia

y los de Cámara, me pareció una salida interesante y novedosa. Dra. Rotella. Gracias, doctor.

Ps Seguí. Doctor, la pregunta es de opinión, no para conocer lo que sabe, que seguramente

¿y ¿qué opinión tiene, si la tiene, respecto del Instituto de la Ejecución Provisional de
O <Ss

SE<S" ¿Sentencias no firmes de Primera y de Segunda Instancia en el Código Procesal Civil de
SEA

SA
o Tucumán? Dr. García Hamilton. Es un instituto muy novedoso, un poco rompe la lógica de

Sl lo que los abogados de mi generación estábamos como acostumbrados porque siempre
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aprendimos en el Derecho Procesal que la ejecución de una sentencia partía de la base de una

sentencia firme, Este es un instituto que prevé la posibilidad de ejecutar, embargar y hasta

percibir importes que emergen de una sentencia que aún no está firme. Lo cual por supuesto

que genera algunos inconvenientes que ya se vienen advirtiendo; el principal de los cuales, le

diría yo, tiene que ver con la caución suficiente. El Código con una redacción que algunos

critican dice que la caución que el juez debe fijar por las resultas de la eventual revocación de

esa sentencia, que se ejecuta no estando firme y que luego podría ser revocada, el juez debe

fijar una caución suficiente, dice el Código y agrega con la frase que esta es la que es objeto de

crítica, “que fuera inmediatamente asequible y que no requiera de operaciones complejas o

ejecuciones posteriores”. ¿Cuál es la caución inmediatamente asequible? Es una gran

disyuntiva, una gran pregunta. En la práctica, la mayoría de los jueces civiles venimos

aceptando seguros de caución de compañías de reconocida solvencia y trayectoria, pero yo

confieso que muchas veces lo hacemos con algún temor porque muchas veces los efectos de la

posible reversibilidad de la situación pueden ser complejos. No me ha tocado todavía ver que

alguien tenga que ejecutar ese seguro de caución y ver qué tan práctica y qué tan eficiente es

esa ejecución. La cuestión se complejiza mucho más con la sentencia de Cámara, porque en la

sentencia de Cámara el Código libera la exigencia de la caución, es decir, que pueden ejecutarse

aún sin caución, lo cual lo vuelve todavía mucho más peligroso. En lo personal he tenido una

experiencia en un juicio de reivindicación en el cual yo había dictado una sentencia en primera

instancia rechazando la acción de reivindicación, la Cámara revoca mi sentencia, hace lugar a

la acción de reivindicación y el demandado va en casación. El abogado del actor me pide la

ejecución provisional de la sentencia de Cámara no firme a mí pidiéndome la entrega del

inmueble y el desahucio de los ocupantes. Yo lo pensé mucho, lo medité, lo evalué y terminé

rechazando la ejecución previsional, argumentando que a mi criterio no era prudente y no

estaban dadas las condiciones porque no tenía el doble conforme la sentencia, no tenía una

sentencia en Primera Instancia en un sentido acompañada por la Cámara, sino que era en sentido

inverso y que no me parecía prudente porque los efectos del daño, en caso de una reversibilidad,

eran peligrosos. La rechacé, eso me valió algunos escraches de parte del abogado del actor en

redes sociales y demás, pero terminó saliendo bien porque la Corte volvió al criterio de la

sentencia de Primera Instancia, con lo cual me quedé tranquilo. Dr. Posse, La última pregunta

hablando de redes sociales. Estas son preguntas del público, ¿qué opina sobre la exposición

pública en las redes sociales por parte de los Magistrados? Dr. García Hamilton. A ver, yo
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soy respetuoso de lo que cada uno quiera hacer, en lo personal yo no lo hago, prácticamente no

tengo redes, utilizo WhatsApp, tengo una cuenta de Instagram con muy pocos seguidores y con

muy poco movimiento, Facebook no uso, TikTok no uso, creo que el Juez debe mantener un

perfil privado, prudente, moderado y lo menos visible que se pueda. Si bien no soy tan partidario

del viejo modelo de juez que sólo habla a través de sus sentencias, pero sí creo que su vida

privada la debe mantener en cierta reserva. Dr. Posse. ¿Sin nada de política a través de las

redes? Dr. García Hamilton. ¿Sin nada de política? No, de ninguna manera, camaradería. Dr.

Posse. Muchas gracias, doctor. (Se retira de la Sala el doctor Fernando García Hamilton).

Doctora Cristina Fátima Hurtado. Entrevista (Ingresa a la Sala la doctora Cristina F.

Hurtado. Dr. Posse. Buenos días, doctora. Como usted ya conoce el sistema vamos a pasar

directamente a las preguntas. Tiene la palabra el doctor Saltor. Dr. Saltor. Doctora, la felicito

por llegar a esta instancia tan importante en el concurso. La primera pregunta tiene que ver con

¿cómo considera usted que debe aplicarse la tutela judicial efectiva en casos de personas

vulnerables o grupos de personas vulnerables en general y en particular, en relación al concepto

de interseccionalidad? Si conoce este concepto y qué relevancia le da usted como un concepto

obligatorio o en principio obligatorio para la Magistratura al momento en que dicta una

sentencia. Dra. Hurtado. Me parece que, desde la constitucionalización del Derecho privado,

desde el dictado de la Constitución, la reforma de la Constitución del 94, se ha producido un

cambio sustancial fundamental en la garantía de los derechos de las personas. Y en esa línea,

también un cambio fundamental en el ejercicio de la función judicial; el juez hoy por hoy, y

también sumándose a ello la modificación del Código Civil y Comercial, ya no es un aplicador

automático de la ley, tiene que resolver el caso conforme al ordenamiento jurídico; el

ordenamiento jurídico no es solamente la ley, entonces tiene que contemplar fundamentalmente

la Constitución, los tratados de derechos humanos y los valores y los principios que inspiran

ese ordenamiento jurídico buscando una solución que sea razonada, que sea debidamente

fundada y tiene que tener, conforme a estos cambios y a estos nuevos lineamientos, una mirada

JÁ especial desde la óptica de no solo preocuparse por las formas, por la parte procesal o por la

qe( parte formal de un proceso, sino también por la parte sustancial teniendo una mirada especial
egin los sujetos que se hayan involucrados en el proceso, los bienes que puedan estar

OSSA volucrados en el proceso, teniendo en cuenta también la paz colectiva de los derechos y esto
eS E 8 zESE determina que eljuez tenga que ser un juez que sea activo, que sea protagonista, que esté

XS 3
TS . . o . . .[e comprometido socialmente con la resolución que se le impone en un conflicto en particular, de
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modo que tiene que tener una mirada especial cuando advierte que en el proceso existen sujetos

que pueden ser vulnerables. La Corte ha adherido a las 100 Reglas de Brasilia; hay muchas

otras reglas también, es una obligación convencional, constitucional, pero estas reglas son las

que determinan que el acceso a la Justicia y la tutela judicial sean verdaderamente efectivas,

que para que los procesos tramiten en un plazo que sea razonable, se llegue a una sentencia en

un plazo razonable, a una sentencia que sea razonada y fundada y que se tenga una especial

mirada cuando están involucrados estos sujetos vulnerables que por alguna circunstancia

particular tienen alguna limitación que les impide ejercer con plenitud los derechos que les

reconoce el ordenamiento jurídico. Pueden ser personas con discapacidad, consumidores, puede

estar involucrado una cuestión ambiental, son todas cuestiones que exigen al juez una mirada

especial, un análisis crítico, un pensamiento crítico para resolver estos casos conforme a estas

reglas, por supuesto, sin que esto implique un quiebre en la igualdad de las partes, porque lo

mismo el juez tiene que respetar el debido proceso, tiene que ser independiente y tiene que ser

impartial a la vez. O sea que, en ese sentido, me parece que el juez puede recurrir a apoyos si

necesita de otras áreas del Poder Judicial, si llegado el caso necesita resolver un problema

puntual que por ahí exceda sus competencias específicas. En esta línea es que se conceden o

que el nuevo Código Procesal, que está vigente desde 2022, ha consagrado diversos remedios,

diversos mecanismos, vías para que todos estos sujetos que se pueden considerar vulnerables

tengan acceso a la jurisdicción y puedan tramitar de esta manera un proceso. Se han consagrado

las tutelas anticipadas, las tutelas autosatisfactivas, también ahora están los procesos de

consumo, están los amparos, o sea, distintas vías, todas que ayudan o colaboran para que una

resolución sea expedita, sea rápida y sea en función de una valoración de estos derechos

fundamentales que están comprometidos en un determinado caso. Esa sería mi respuesta. Dr.

Saltor. Gracias, doctora. Dr. Martínez. Doctora, nosotros por el Estamento de los Abogados,

le vamos a hacer una pregunta con respecto a la regulación de honorarios, y teniendo en cuenta

que la ley provincial n* 5480 dispone que los honorarios de los abogados y procuradores

constituyen la remuneración por el trabajo profesional y que su regulación debe practicarse al

momento de dictarse sentencia aún de oficio ¿cuál es su opinión sobre la omisión judicial de

cumplir con esa obligación legal? Y en caso de que advierta como Vocal de Cámara que en la

sentencia de Primera Instancia no se regularon honorarios profesionales, ¿considera que la

Cámara debe subsanar directamente su omisión en ejercicio de la competencia revisora que

tiene o corresponde adoptar alguna otra medida dentro del marco de las atribuciones que le
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corresponden? Dra. Hurtado. Bien, voy a tratar de recordar todos los puntos de la pregunta,

pero si no voy por parte y me va recordando lo que pueda haber omitido. Pienso que la ley n?

5480 le exige al juez en Primera Instancia regular los honorarios al momento de dictar la

sentencia. A veces, generalmente el juez ya dispone al momento de dictar sentencia con un

monto, con lo que sería la base regulatoria, entonces, me parece que el juez está en condiciones

de determinar los honorarios al momento de la regulación; si no lo hace, entiendo que la Cámara

tiene una facultad revisora y está limitada, así lo dice el Código, por los agravios, por lo que es

materia de agravios. Me parece que la Cámara en ese sentido no puede exceder esos límites si

no hubiera algún planteo relacionado a los honorarios; si lo hay, entonces, en ese caso quizás

podría plantearse la posibilidad de rever los honorarios. Entiendo que la Cámara no puede

regular honorarios que corresponden a una valoración que debe efectuar el juez de Primera

Instancia, porque el juez de Primera Instancia es, primero por mandato de la ley y segundo por

tener un contacto personal con el expediente, el que en mejor condición está para valorar la

actuación de los abogados en el cumplimiento del trámite de ese juicio de Primera Instancia. Sí

entiendo que si hubiera un conflicto o un problema con los honorarios, la Cámara, si ya están

regulados en Primera Instancia, aunque no se lo hayan pedido, la Cámara quizás puede regular

honorarios por sí advierte que hay actuaciones que se han cumplido en la Segunda Instancia y

ahí sí tiene una cierta autonomía respecto de la regulación de Primera Instancia porque la ley lo

que dice es que debe tomar la base que considere que debió tomarse, o sea, que no está limitada

por lo que hubiera hecho el juez de primera instancia y además tiene que valorar la actuación

de los abogados en la segunda instancia, porque por ahí una parte que ha sido ganadora en la

primera instancia puede haber resultado perdedora en la segunda instancia, entonces la

valoración tiene que ser particular y concreta, del caso preciso, pero con esas limitaciones; o

sea, si no hay un agravio sobre cuestiones de honorarios, la Cámara no debería revisar

honorarios regulados en la primera instancia. Salvo una hipótesis que está relacionada con la

resolución del recurso de apelación, si la Cámara resuelve un recurso de apelación y como

V consecuencia de ese recurso de apelación se modifica, por ejemplo, la base o se modifican los

q y honorarios, la ley dice que la Cámara debe adecuar, modificar esos honorarios que estaban
fgulados en la primera instancia. Entonces, en ese caso sí; pero bueno, con esas salvedades y

$só esas limitaciones, esas son las facultades que tendría la Cámara para resolver sobre
Se

SES" cuestiones vinculadas a honorarios. Dr. Martínez. Gracias, doctora. Dra. Seguí. Doctora, le
o SS dea e e . . > . pa esy SS hago una pregunta de opinión. ¿Qué opinión tiene del instituto de la ejecución provisional de
S
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sentencias que no están firmes de primera y de segunda instancia en el Código procesal Civil

de Tucumán? Si es que tiene opinión sobre ese instituto. Dra. Hurtado. Sí tengo una opinión,

me parece que responde a los principios que inspiran el nuevo Código, me parece una solución

buena, positiva, porque el Estado argentino ya fue condenado en alguna oportunidad, en el caso

“Furlán”, por demorar los procesos, la resolución de los procesos excesivamente, exigiendo que

Argentina aplique reglas convencionales y constitucionales para la resolución en los tiempos

razonables. Entonces, desde esa óptica, el proceso tiene que transitar por un tiempo razonable,

pero la ejecución de sentencia también es parte de ese proceso y tiene que transitar por un

tiempo razonable. Dr. Sánchez. Doctora, perdón, para entender bien, según ese criterio ¿no es

que estaríamos trasladando la responsabilidad de la mora judicial al demandado? ¿Lo estamos

haciendo responsable al demandado de un problema que es del funcionamiento del Poder

Judicial; el Poder Judicial tiene una mora, se demora en resolver, que el demandado vaya

pagando, ¿no estamos trasladando al demandado esa responsabilidad que es del Estado en

definitiva o de la ineficiencia del Poder Judicial? Dra. Hurtado. Yo no digo que el Poder

Judicial sea ineficiente Dr. Sánchez. En los términos de la mora judicial, estamos hablando en

general, no estamos poniendo una persona en particular, sino en general, la mora judicial, la

demora, la lentitud en la Justicia, esos conceptos que se utilizan y que saben que existen en

algunos casos. Pero en general, pero eso es responsabilidad del funcionamiento del Poder

Judicial, esa demora porqué hay que trasladársela al demandado y diciéndole como el Poder

Judicial a veces se demora o se puede demorar vaya pagando o vaya cumpliendo. Dra.

Hurtado. Pienso que una cosa es la mora judicial que puede haber existido y otra cosa es que

se traslade. No necesariamente la ejecución provisional de la sentencia implica perjudicar al

demandado por el hecho de que pueda haber habido demora en el proceso judicial, porque

también podría estar fundada la ejecución provisional en los sujetos que están involucrados en

el proceso, Puede haber cuestiones que involucren cuestiones alimentarias, por ejemplo, o

indemnizaciones que necesiten cobrar frecuentemente. Dr. Sánchez. Entiendo esas situaciones,

yo le preguntaba en vista de sus propios argumentos, en lo que usted había dicho, pero no con

relación a otros supuestos. Dra, Hurtado. O sea, el caso Furlán dio motivo a que se contemple

esta cuestión, como de una necesidad de modificación procesal para que los procesos, o sea, no

sólo la ejecución de sentencia sino todo el proceso tramita en un periodo razonable. Pienso que

el contrapeso de lo que usted me pregunta se encuentra en la caución, porque si se puede pedir

la exención provisional, se la pide inaudita parte, o sea no interviene en el pedido la contraparte,
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la sentencia no está firme, pero el juez debe exigir una caución y tiene que ser fácilmente

asequible exequible, dice la ley. Dra. Seguí. ¿En sentencia de segunda instancia, doctora? Dra.

Hurtado. Con la sentencia de segunda instancia entiendo que no hace falta caución, porque la

ley no lo menciona, y se la pide en primera instancia, respecto de la sentencia de segunda

instancia que tiene que haber sido favorable al ejecutante. Dra. Seguí. Que no tenga doble

conforme. Dra. Hurtado. Exacto. La verdad es que a mí me parece una inclusión positiva

porque si no quiere que le trasladen los riesgos al demandado, el demandado también tiene que

contribuir con la solución del caso; el proceso tiene sus reglas, sus tiempos y el demandado

tiene posibilidad de defenderse en el proceso, o sea, no es que llegue a la sentencia como

ingenua o inocentemente que ha sido condenado o no, o sea, ha sido producto de un proceso

que ha tramitado regularmente y en donde ha podido ejercer su derecho de defensa; entonces,

ante la posibilidad de la ejecución provisional también le da al demandado la posibilidad de

decidir, por ejemplo, conciliar, de llegar a un acuerdo, evitar una instancia de una ejecución de

sentencia que también es una parte positiva de la ejecución provisional de la sentencia porque

desincentiva la posibilidad de recurrir, o sea, antes de que me ejecuten provisionalmente la

sentencia prefiero cumplir o antes de llegar a una sentencia prefiero conciliar. Dr. Sánchez.

¿Pero eso no tensiona el derecho al recurso?, justamente lo que acaba de decir, porque el

derecho al recurso integra la defensa en sí y termina siendo una herramienta que puede ser, ¡sí!,

yo le ofrezco posibilidades, pero no me recurra, y parece extorsivo en ese sentido o al menos

podría interpretarse así en algún caso. Estamos hablando de opinión. Dra. Hurtado. Creo que

quizás le pueda parecer extorsivo, yo particularmente no comparto esa idea, me parece que,

como todo demandado, si el proceso está debidamente tramitado, todo demandado tiene

oportunidad de defenderse, y en eso está el resguardo de su derecho. Puede tener razones

fundadas para defenderse y de repente puede ganar el juicio; entonces, si tiene razones fundadas

para defenderse y llega a una sentencia que lo favorezca, no tendría nada que temer, digamos.

No necesariamente el hecho de ser demandado significa estar condenado; el proceso es eso, es

un conflicto judicial en donde cada parte aporta su posición, su defensa, los hechos, la prueba,

fundamentalmente, y le da la posibilidad a ambas partes, no solo al actor, no solo por ser actor

uno ya tiene ganado el juicio, el demandado quizás tengas razones valederas y el juez las tienes

Se dimensionar y valorar, y en vistas a eso resolver con una solución justa. Dra. Rotella. Me
SN

RSOgequedó algo pendiente en base a lo que venía comentando, doctora. En estos casos ¿le parece
2

a AN E oportuno, tal como manda la ley de mediación, la oportunidad de que en cualquier instancia los
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jueces puedan derivar nuevamente la causa a mediación para terminar de dirimir algunas

cuestiones que pudieran salir en el proceso y qué no salieron posiblemente en una instancia

previa? Dra. Hurtado. En principio creo que la ley prevé la mediación como una instancia

previa, obligatoria, también por derivación, quizás sí sea posible, digamos, quizás sea

conveniente, quizás se complementa con la posibilidad de conciliación, la conciliación se ofrece

a través del juez, de hecho en relación, por ejemplo, al sobreendeudamiento, la mediación es

vista por algunos como una posibilidad de disminuir los costos judiciales, de que los deudores

sobreendeudados, valga la redundancia, puedan arreglar sus pasivos con sus acreedores. O sea,

creo que no estaría descartado, pero creo que el juez debería valorar según quiénes son los

sujetos involucrados en el proceso, qué es lo que estamos discutiendo, si las partes lo han pedido

O por ahí capaz que las mismas partes quieran componer sus intereses de esa forma, lo que no

excluye tampoco la posibilidad de una conciliación, de que se pueda hacer también en la

instancia judicial. Dr. Posse. Una pregunta muy breve, de opinión que no es mía sino del

público. ¿Qué opina sobre la exposición pública en las redes sociales? Dra. Hurtado. Uso

mucho las redes sociales, pero no soy de participar, de involucrarme, me parece que son temas

que, con más razón sí uno va a acceder a la Magistratura, hay que tener mucha prudencia y que

hay que ser un poco reservado porque uno podría estar, al emitir opiniones, prejuzgando,

adelantando criterios sobre cuestiones que por ahí pueden involucrar a personas que lleguen a

estar vinculadas a algún proceso que a un juez le toque resolver. Entonces, creo que son buenas,

no son malas, pero desde el punto de vista de la Magistratura, me parece que hay que actuar

con prudencia, con cierta discreción, cuidar las opiniones, de no adelantar criterios y que ese

comportamiento me parece que es un comportamiento responsable y que acompaña el

compromiso institucional, o sea, uno está trabajando para una dependencia que es el Poder

Judicial, que tiene que generar confianza pública; entonces, todo el Poder Judicial está

trabajando para generar esa confianza en la sociedad. No estaría bien que un juez exteriorice

criterios con mucha vehemencia en las redes sociales, adelantando posiciones o yendo en

contra, digamos, de ese compromiso institucional que tiene desde el momento que trabaja en el

Poder Judicial. Dr. Posse. Muchas gracias, doctora. (Se retira de la Sala la doctora Cristina F.

Hurtado). Doctora Victoria Inés López Herrera. Entrevista. (Ingresa a la Sala la doctora

Victoria l. López Herrera). Dr. Posse. Buenos días, doctora. Como ya estuvo muchas veces en

esta instancia, vamos a pasar directamente a las preguntas. Tiene la palabra el doctor Saltor.

Dr. Saltor. Buenos días, doctora, la felicito por llegar nuevamente a esta instancia, lo cual es
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muy importante. La primera pregunta tiene que ver con la aplicación de la tutela judicial

efectiva en caso de personas o grupos de personas vulnerables, en general y en particular la

relación con el concepto de interseccionalidad, si usted conoce el concepto y su relevancia

obligatoria para la Magistratura al momento de dictar una sentencia. Dra. López Herrera. El

término de vulnerabilidad viene del latín vulnus, que significa herida; cuando uno analiza el

contexto de vulnerabilidad está tratado justamente con personas que tienen algún tipo de herida

que la Justicia tiene que contemplar de manera especial. En el marco del proyecto de reforma

que está encarando la Corte desde el año 2024 a 2030, está buscando convertirse en una

institución referente con respecto a la Justicia independiente y humana. Entonces, en ese marco,

ha dotado a los juzgados de Paz de múltiples servicios para que se acerquen a la comunidad

para que puedan hacerse cargo, justamente, de muchas diferencias que hay. También en ese

marco de la interseccionalidad, la Corte Interamericana de Derechos Humanos fue la primera

que en el año 2015 hizo uso de este concepto, en el caso “González Lluy contra Ecuador”, que

se trataba de una niña de tres años que sufrió un accidente de tránsito y fue transfundida con

sangre contaminada con HIV. Cuando esta menor ingresa al preescolar, que además era una

criatura en una situación de extrema pobreza, es expulsada del colegio porque se descubre que

tenía HTV y entonces se inicia este proceso donde la Corte trata por primera vez esta confluencia

de vulnerabilidades: ser una niña, ser mujer, tener una enfermedad y ser discriminada en un

marco de extrema pobreza como era eso. También hace una crítica al Sistema de Salud porque

no había controlado, la sangre había sido suministrada por la Cruz Roja, en momentos de un

accidente y no había sido chequeada debidamente. Y bueno, digamos, frente a eso, la menor

era muy chiquita, pusieron directamente la sangre y se contagió y encima, cuando entró al

sistema educativo, la discriminan, la expulsan por cuestiones de quienes tenían que darle una

tutela judicial efectiva. Entonces, es un concepto que está presente en muchos casos que

nosotros vemos en los tribunales y en el Fuero Civil Común, a pesar de que supuestamente no

ve cuestiones tan cercanas como lo podría hacer el fuero de Familia o el fuero Laboral. A mí

me ha tocado, por ejemplo, en el año 2012, hacer el primer proyecto de las tres salas de quiebra

del consumidor. Es una materia muy debatida, pero básicamente trata de un trabajador

Es datos normalmente con historias de enfermedades, de tener hogares

el o se lo absorben las deudas que va peda para vivir. Entonces, en ese caso,
llamado “Santillán”, sobre quiebra pedida, lo que analizamos fue que el consumidor
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sobreendeudado es la punta de un iceberg que nosotros vemos; en lo que tiene que ver con el

préstamo responsable, en lo que tiene que ver con la situación del país, por qué la gente se

endeuda, etcétera, y que en definitiva esta persona cumplía con el requisito objetivo de la Ley

de Concurso, de estar en cesación de pago y con el requisito subjetivo de ser una persona

concursada. Cerrarle la vía del concursamiento para que, al cabo de un año, se pueda rehabilitar

y reinsertar en la sociedad, como poder volver a tener crédito y liberar todo su sueldo, era

condenarlo a una muerte civil que a nadie nos sirve, ya en el estado de devolución, del derecho

sobre todo, tenemos que contemplar esas particularidades. Después también en el ámbito de los

concursos existen los llamados acreedores involuntarios, que son aquellos que se vinculan al

concursado o fallido no por haberle dado un crédito, sino, en general, por hechos ilícitos que

los conectan. Y el problema es que en el orden de pago, el que tiene el privilegio, que tiene la

ley concursal, primero están los acreedores que se han logrado mufiir, o han sido previsores de

garantías hipotecarias, prendarias, warrants o garantes de crédito, en el orden de cobro. Después

vienen los gastos de la masa, los honorarios, etcétera, después vienen los privilegios generales,

por ejemplo, de los trabajadores, y finalmente están los acreedores quirografarios, que quedan

postergados, que están al final de la lista en el orden del cobro. Los acreedores involuntarios

suelen ser quirografarios, entonces, por un lado, llegan tarde cuando es la solución del concurso

preventivo para negociar y votar el acuerdo porque tramitan en extraña jurisdicción, como

permite la ley concursal, para obtener su título verificatorio y llegan cuando el acuerdo ya está

celebrado y se les impone y sufren la novación, en fin, y después en las quiebras cobran al

último. En la jurisprudencia hay casos paradigmáticos, por ejemplo, Institutos Médicos

Antártida, que es el caso de un niño que sufre una mala praxis al nacer y queda con una parálisis

cerebral, y el juicio dura 28 años. Era hijo de una familia con un papá que trabajaba en relación

de dependencia, una mamá que se dedicaba a cuidar, hermanos, con todos los gastos que eso

implica; y el tema de no haber recibido tutela judicial efectiva pese a ser menor, a tener una

incapacidad, etcétera, le agravó porque no recibía los tratamientos médicos que debería haber

recibido para que sea mejor. Entonces, en ese caso, la Corte estuvo integrada por la doctora

Medina, donde se consideró que el sistema judicial no puede demorar 28 años en darle una

solución a una persona enferma. Síntesis. Y se alteró el orden de privilegios y se lo puso para

que se le pague prontamente, sin importar que el artículo 239 dijera que los privilegios

concursales son solamente y tienen el orden que tiene la ley concursal. Otro caso también

tremendo, de una Fundación, que era una menor de dos años que fue abusada sexualmente, Dr.
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Sánchez. Por mi parte está perfecto, gracias. Dra. López Herrera. Es muy interesante el tema;

hay muchos casos donde realmente es un desafío. Dr. Sánchez. Es muy interesante cómo

identificó todos los aspectos de la interseccionalidad Dra. López Herrera. Y abarca, incluso,

compartimentos que antes creíamos estancos, como por ejemplo la parte concursal. Hace poco

ha salido un fallo en materia societaria, donde se ha considerado la situación de una mujer dos

veces viuda, a cargo de diez hijos, que recién en el 2015 pudo terminar su escuela secundaria,

y hasta qué punto era capaz, era un juicio de nulidad de asamblea Dra. Rotella. Doctora, yo le

hago una pregunta en relación a los honorarios. Teniendo en cuenta que la Ley n? 5480

establece que los honorarios profesionales deben regularse junto con la sentencia y

considerando por supuesto el carácter alimentario de los honorarios; usted siendo camarista, en

caso de advertir en primera instancia que no se regularon los honorarios cuando debió pasar

¿considera que la Cámara debe subsanar esta situación y de qué manera sería posible? Dra.

López Herrera. Como usted dice, la Ley n* 5480 manda regular, salvo que hubiera que estimar

base, en ese caso puede diferir, el procedimiento del 39, inciso 3), de la Ley Arancelaria, y

también el Código de Procedimiento, el 214, inciso 7*, lo fija como un contenido de las

sentencias. Es importante porque el abogado ya cuenta con una estimación, permite visibilizar

el costo total del juicio, lo cual favorece la transacción, es decir, es importante regular

honorarios. Ahora, cada instancia es soberana en la determinación de la base regulatoria y los

porcentajes de la escala arancelaria que apliquen; entonces, puede ocurrir que el juez de primera

instancia fije una base y regule de una determinada manera para las actuaciones cumplidas en

esa instancia y que la Cámara, para las actuaciones cumplidas en su instancia, fije otra base y

aplique otro porcentaje, y a su vez la Corte también, cada instancia es soberana; entonces,

pudiendo en base a la Cámara, y se ha omitido, yo considero que se debe exhortar a que se haga

esa regulación, darle a notar al juez que lo tiene que hacer porque es muy importante, justamente

por eso, porque es un derecho del abogado y también a los fines de ver si el pleito se puede

conciliar. Pero no considero que la Cámara pueda hacer la regulación, por una parte, por el tema

de que cada instancia es soberana en materia de regulación de honorarios; y después, también,

M por un tema que al abogado, para mi forma de ver, le afecta el debido proceso en cuanto a vías

poa Si al abogado se le regula honorario en primera instancia, los puede apelar, apelado

¿He Cámara, si esa regulación es revocatoria o modificatoria, tiene el recurso del artículo
a RS[St de la 5480, que le habilita a su vez la casación, entonces tiene muchas vías recursivas. Si la

qe ge . . . E . u .¿$ Cámara regula por sí el honorario de abajo, pierde una vía recursiva, la apelación, y pierde la

13



CONSEJO ASESOR DE

AASTRATU

DE TUCUMAR

revocatoria de la ley arancelaria porque no sería una regulación revocatoria o modificatoria,

sería una regulación que surge de la instancia. A mí me parece, en ese sentido, que sin perjuicio

de destacar si es que hay base que lo haga de exhortar, hay que ser muy cuidadoso porque es

una materia alimentaria donde para mí hay que dar la mayor escucha posible. Por otra parte,

dejarlo solamente con el recurso de casación también es peligroso, ¿por qué? Por una parte, es

costoso porque el recurso de casación tiene depósito, creo que está en $ 450.000, el último

valor, tiene una limitación de extensión en renglones y en páginas, también en apelaciones es

amplia, y después trata sobre otro tipo de cuestiones, recursos extraordinarios. Dra. Rotella.

Doctora, y en ese caso, ¿devolverían el expediente o primero resolverían el fondo en Cámara o

devolverian el expediente a los fines de que completen el trámite de la regulación con respecto

a la sentencia en primera instancia? Dra. López Herrera. Lo que hacemos es resolver el fondo

y devolver para que se haga la regulación. Por ejemplo, un caso que venga una demanda que es

rechazada por falta de legitimación, sube a la Cámara, se entiende que hay legitimación, uno lo

que hace es, si es una demanda de daño, entrar a ver los montos, la responsabilidad, en fín, y

cuando se llega a la parte de los honorarios con plena jurisdicción se deja en primera instancia

para que complete todo el trámite, a lo que tiene derecho el abogado. Esa es la forma, digamos,

de exhortar o de decirle que regule, con plena jurisdicción estime los honorarios pertinentes de

su instancia. De hecho, vuelve a la Cámara, se fijará por lo actuado en la instancia. Dra. Seguí.

Doctora, una pregunta de opinión, si tiene opinión sobre el instituto de la ejecución provisional

de sentencias no firmes que contiene el Código Procesal Civil de Tucumán. Dra. López

Herrera. Es un instituto muy interesante porque parte de una suposición, me parece, que es que

porcentualmente las sentencias de Cámara no revocan íntegramente una sentencia de segunda

instancia, realmente van a cuestiones parciales en el marco de los agravios. Entonces, puede

ocurrir que una sentencia verdaderamente sea parcialmente ejecutable razonablemente.

Después, es un medio de desalentar o desincentivar recursos dilatorios, cuando la otra parte

sabe que se puede pedir la ejecución condicionada, capaz que es preferible no hacer la

apelación. También descomprime la instancia de alzada, que se puede abocar a los temas más

complejos al haber menos apelación. Entonces, me parece un instituto muy interesante, también

porque contempla situaciones que por ahí no admiten dilación. Es decir, este instituto, o sea a

pedido de parte, no va de oficio, el juez fija una caución, que debe ser inmediatamente asequible

para el ejecutado en caso de que la revoque, y tiene también la consideración de cuándo se va

a fijar la causación faculta al juez a que no la pida en casos donde es muy difícil para el que la
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pidió cumplirla, por cuestiones alimentarias que necesitan urgencia, en fin, me parece un

instituto muy interesante. También, el tema de que en caso de oposición, cuando se rechaza la

oposición es inapelable; entonces, cierra, corta la discusión, será apelable sólo cuando se

rechaza el pedido de ejecución o cuando se acepta la oposición, pero cuando se hace el rechazo

de la oposición en una manera de cerrarla. Y hay casos de daños y perjuicios o de tutelas

urgentes que tomados los recaudos, es razonable que se lo vaya ejecutando. Estoy a favor. Dr.

Posse. Yo le voy a hacer una pregunta y voy a salir de la pregunta que le vengo haciendo a los

concursantes anteriores, porque hay una presentación suya acá en el Consejo que creo que

nunca la contestamos. “El Consejo de la Magistratura de la Nación en 2019 dictó una resolución

por la cual se establece un cupo de género en las termas que remite al Poder Ejecutivo, según

la cual debe incorporarse la candidata mujer que sigue en el orden de mérito, que se encuentre

a menos de 10 puntos de diferencia con el postulante que está en tercer lugar”. Muchas

provincias tienen previsiones similares. La consulta es, salvando las diferencias entre el

procedimiento de la Nación y el nuestro, ¿qué opinión le merece este sistema? ¿Sería partidaria

de incorporar una disposición similar en Tucumán y afectaría una resolución de este tipo al

sistema basado en mérito? Dra. López Herrera. Bueno, doctor, yo he pedido eso

expresamente. Hace mucho tiempo presenté una nota pidiendo que se incorpore la perspectiva

de género en la integración de las ternas, ¿por qué? Porque después de muchos años

concursando, desde el año 2019, a mí me ha pasado de obtener la calificación más alta en la

oposición y sin embargo en los antecedentes quedar postergada, fue cuando se concursaron los

cargos de jueces civiles, de ocho ternas, había tres integradas por mujeres, entonces el número

habla. Después, porque está comprobado que el ingreso de las mujeres a la formación

profesional a través de la cual consiguen antecedentes, muchas veces es postergado por razones

socioculturales, que van cambiando; yo soy madre de tres varones, espero estar educándolos

correctamente para que incentiven y apoyen verdaderamente a sus mujeres en el tema. Nosotras,

culturalmente, nos ocupamos tanto de los chicos como de los adultos mayores, entonces, ese

tiempo nos quita porque con qué tiempo y con qué cabeza vamos a hacer las capacitaciones;

opp * meparece que es una asimetría que está comprobada. Y en esa nota que yo presenté, me acuerdo

dee paber citado que ese año le habían dado el Nobel de Economía a una profesora de Harvard

¿e Dr. Posse. A Claudia Goldin, acá está la nota y se la paso al Consejo en pleno; la
NSEA erdad que hubo una omisión en el tratamiento de la nota, no la voy a leer entera pero
¿e sintéticamente dice: “que no supera a nuestro Reglamento en la práctica el test de

Dl
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